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El autor mantiene la tesis de que la litigiosidad entre la Administración de Estado y los
Territorios Forales como consecuencia de la aplicación del Concierto Económico ha sido una
constante desde su instauración en 1878 hasta el momento actual y ha ido incrementándose a
medida que mayores eran las competencias en materia tributaria asumidas por los mencionados
territorios. La casi asunción de competencias operada a partir del 1 de enero de 1998 llevó la
judicialización del Concierto a tal nivel que ha sido necesario poner fin a esta situación a través
de la denominada “paz fiscal” reflejada en el acuerdo de la Comisión Mixta de Cupo de fecha 18
de enero de 2000.
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Lan honen egilearen tesia da, Kontzertu Ekonomikoaren aplikazioaren ondorioz, Estatuko
Administrazioaren eta Foru Lurraldeen arteko auzigaitasuna etengabea izan dela 1878an
Kontzertua ezarri zenetik gaurko egunera arte, eta are gero eta handiagoa izan dela zerga alorrean
aipaturiko lurralde horiek bereturiko aginpideak gero eta garrantzitsuagoak gertatu diren neurrian.
1998ko urtarrilaren 1etik gertatu den aginpide beretzeak, Kontzertuaren judizializazioa ekarri du,
halako mailan ezen egoera horri amaiera emateko “bake fiskala” deiturikoa beharrezkoa izan den,
zeina 2000ko urtarrilaren 18ko Kupoaren Bitariko Batzordearen itunean bildu den. 

Giltza-Hitzak: Kontzertu Ekonomikoa. Errekurtsoak. Auzigaitasuna. Judizializazioa. Bake fiskala.

L’auteur maintient la thèse que le litige entre l’Administration d’Etat et les Territoires Forales
comme conséquence de l’application de l’Accord Economique a été une constante depuis son
instauration en 1878 jusqu’à maintenant s’est accru au fur et à mesure que les compétences
en matière tributaire assumées par les territoires mentionnés augmentaient. La presque prise en
charge de compétences opérée à partir du 1er janvier 1998 amena la “judicialisation” de l’Accord
à un tel niveau qu’il a été nécessaire de mettre fin à cette situation à travers la dite “paix fiscale”
reflétée dans l’accord de la Commission Mixte de Contingent à la date du 18 janvier 2000. 

Mots Clés: Accord Economique. Ressources. Litige. “Judicialisation”. Paix fiscale.
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A falta de poco mas de seis meses para que se cumplan 20 años desde
la promulgación de la Ley 12/ 1981, de 13 de mayo, por la que se aprobó el
“octavo” Concierto Económico, me corresponde, en este turno de interven-
ción y de acuerdo con el título de la ponencia, hacer algunas reflexiones
sobre la “litigiosidad del Concierto Económico”.

Esta litigiosidad trae causa, sin duda, en la excepcionalidad fiscal que el
sistema de concierto supone en sí mismo y aunque la introducción de esta
cuestión dentro de los aspectos tratados en esta Jornada de hoy pretenda,
como es lógico, referirse a la situación actual, permítanme recordar, siquiera
brevemente, que los enfrentamientos entre las Diputaciones Forales y el
Ministerio de Hacienda datan del año 1878, fecha en la que las provincias
vascongadas se adhieren al “concierto económico general” después de que
la Ley de 21 de julio de 1876 introdujera la obligación de que estas provin-
cias contribuyeran con hombres (quintas) y dinero (impuestos) al denomina-
do esfuerzo nacional.

Desde aquel momento (año 1878) y hasta la abolición del sistema de
concierto en 1937 (en lo que a Gipuzkoa y Bizkaia se refiere) los conflictos
de competencias entre las distintas administraciones fueron aumentando
paulatinamente en la misma proporción que se concertaban nuevos tributos
y se asumían nuevas competencias.

Por lo tanto, en mi opinión, no nos encontramos ante una situación
nueva, ni tan siquiera creo que pueda hablarse de una situación imprevista
pues quienes negociaron el actual Concierto Económico ya intuyeron la posi-
ble conflictividad del texto que acordaban, pues en caso contrario no se
entendería su previsión de crear:

• una Comisión Mixta
• una Comisión Coordinadora
• un Órgano de Relación
• una Junta Arbitral, y
• una Comisión Mixta de Cupo.

Todas estas instituciones se crean o se prevén con la finalidad de con-
sensuar “a priori” determinados contenidos o de dirimir “a posteriori” deter-
minados conflictos.

Sin embargo, el espectacular incremento de los conflictos entre las
Diputaciones Forales y la Administración Central, tanto desde el punto de
vista cualitativo como cuantitativo, no creo que se deban tanto al incorrecto
funcionamiento de estas instituciones o la inexistencia real de alguna de
ellas (téngase en cuenta que la Junta Arbitral no ha sido formalmente consti-
tuida), como a otro tipo de factores entre los que mencionaría:

• la progresiva asunción de competencias en materia fiscal por parte de
las instituciones competentes de los Territorios Históricos a través de
las sucesivas modificaciones del Concierto Económico,
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• los cambios producidos en la realidad económica tanto en las relaciones
internas como en las internacionales,

• la adhesión del Reino de España a la Unión Europea y, por que no decir-
lo,

• la utilización política del Concierto por parte de las administraciones
implicadas en el conflicto.

Dicho esto a modo de introducción intentaré identificar la que en mi opi-
nión es la principal causa de conflicto de nuestro Concierto Económico.

La estructura del actual Concierto establece, para cada uno de los tribu-
tos concertados susceptibles de integrar el “sistema tributario” de cada uno
de los Territorios Históricos, una serie de disposiciones mediante las cuales
se determina qué aspectos pueden regular las instituciones competentes (lo
que conocemos como puntos de conexión para la normativa) y en qué casos
la recaudación corresponde a cada una de las haciendas forales (los conoci-
dos como puntos de conexión para la exacción) y todo ello debe ser contem-
plado o interpretado de acuerdo con lo que podríamos denominar como
“marco general”  que se contiene en los artículos 2 a 6 del Concierto
Económico. En estos artículos se definen unos principios de armonización,
unos principios de colaboración, unos principios generales y se especifican
aquellas competencias que el Estado se reserva en exclusiva.

Pues bien, no por más obvio es menos cierto que de la dispar y en oca-
siones contraria interpretación que de estos puntos de conexión y de este
marco general hacen las distintas administraciones tributarias, en defensa
de sus legítimos intereses, es de donde surge la mayor parte de los conflic-
tos entre las mismas.

Y digo la mayor parte de ellos pues creo que esa disparidad de criterio
pudo ser el motivo principal de la mayor parte de los recursos que, contra la
normativa foral, han sido interpuestos por la Administración del Estado,
sobre todo, entre los años 1988 y 1997.

Sin embargo, en mi opinión, desde el año 1998 se produce un cambio
de actitud por parte de la Administración central quien pasa a recurrir siste-
máticamente la práctica totalidad de las disposiciones que emanan de las
instituciones competentes de los Territorios Históricos, de hecho comienzan
a interponerse recursos contra disposiciones con rango de Decreto Foral.

Este cambio de postura coincide con la entrada en vigor de la Ley
37/ 1997, de 4 de agosto, mediante la que se introduce la mayor y más
espectacular modificación del Concierto Económico en los 20 años de su
vigencia.

Esta Ley introdujo modificaciones en lo que hemos denominado “marco
general” (principios de armonización y colaboración y competencias exclusi-
vas del Estado), introdujo modificaciones en la concertación (puntos de
conexión de normativa y exacción) de tributos tan importantes con los
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impuestos sobre la Renta, sobre el Patrimonio y sobre Sociedades e introdu-
jo la nueva concertación de los Impuestos Especiales. Tan profunda resultó
esta modificación que no faltó quien dijera que nos encontrábamos ante un
nuevo Concierto Económico, ya que de acuerdo con lo previsto en la disposi-
ción transitoria octava del Estatuto de Autonomía “El primer Concierto
Económico que se celebre con posterioridad a la aprobación del presente
Estatuto se inspirará en el contenido material del vigente Concierto Económico
con la provincia de Álava, sin que suponga detrimento alguno para la provin-
cia, y en él no se concertará la imposición del Estado sobre alcoholes.”. Al
haberse procedido a la concertación del Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas
Alcohólicas, dentro de los Impuestos Especiales de Fabricación, parece que
no estaríamos ya ante el primer Concierto de la democracia (el octavo) sino
ante otro nuevo (el noveno).

Si retomáramos en este momento la afirmación que hacía en el inicio de
esta exposición de que “los conflictos de competencias entre las distintas
administraciones fueron aumentando paulatinamente en la misma proporción
que se concertaban nuevos tributos y se asumían nuevas competencias” el
incremento en la interposición de recursos que se produce desde 1998 pare-
cería justificarse por la gran reforma operada por la Ley 37/ 1997, sin embar-
go y como ya he apuntado creo sinceramente que se debe más al hecho de
que la Administración central ha tomado la actitud de recurrir por sistema. 

Esta actitud de la Administración del Estado de interponer recursos con-
tra la normativa tributaria foral, y de seguir recurriendo a instancias superio-
res las sentencias del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco cuando
éstas avalaban las tesis de las administraciones forales, condujo a una
situación de conflicto permanente difícilmente sostenible y a la excesiva judi-
cialización del Concierto Económico. Sin embargo hay que decir que los con-
flictos sobre el Concierto Económico han trascendido el ámbito estatal para
llegar a las instituciones europeas. Al Tribunal de Luxemburgo como conse-
cuencia de la cuestión prejudicial planteada por el Tribunal Superior de
Justicia del País Vasco en el sentido de solicitar su pronunciamiento sobre si
las Normas Forales de Medidas Urgentes de Apoyo a la Inversión e Impulso
de la Actividad Económica, promulgadas en 1993, eran compatibles con el
Tratado de la Unión Europea y a la propia Comisión Europea quien a través
del Grupo de Conducta sobre fiscalidad analiza con gran detalle las disposi-
ciones fiscales dictadas en esta materia por las Administraciones Forales.

Pues bien, es en este marco y ante esta situación cuando las adminis-
traciones firmantes del Concierto Económico no tienen otra opción que la de
sentarse a negociar para tratar de buscar una solución a este conflicto.

Los resultados de esta nueva negociación quedaron plasmados en los
distintos acuerdos que se alcanzaron en el seno de la Comisión Mixta de
Cupo y que se recogen en el Acta 1/ 2000, de 18 de enero.

La mayor parte de estos acuerdos tienen que ver con el tema que nos
ocupa y así en el primero de ellos se establece un “compromiso de defensa
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del Concierto Económico”, que supone la actuación positiva de ambas admi-
nistraciones en defensa de esta institución en el ámbito interno e internacio-
nal, pero  sobre  todo , a mi juic io , debiera servir para poner fin al
desconocimiento que en el ámbito comunitario existe del sistema de con-
cierto evitando así actuaciones comunitarias iniciadas contra la fiscalidad
vasca en base a ese desconocimiento sobre nuestro peculiar sistema.

El segundo se refiere a la “evaluación de los proyectos normativos” y en
él, a falta de pocas comisiones existentes el Concierto, se crea una nueva,
denominada en este caso Comisión de Evaluación Normativa, y que tendrá
como objetivo dirimir las posibles controversias que sobre la adecuación o
no al Concierto Económico se observen por las distintas administraciones,
con anterioridad a que las disposiciones en materia tributaria sean promul-
gadas, evitando así posteriores recursos.

En el tercero de ellos –con una actitud voluntarista encomiable pero a la
que auguro escaso éxito–, se pretende objetivar el concepto de “armoniza-
ción fiscal”. El pesimismo de mi comentario se debe a que este acuerdo
establece que una disposición se ajusta a los principios de armonización fis-
cal: a) cuando sea proporcionada a los objetivos de política económica per-
seguidos y b) cuando no pueda considerarse “potencialmente” perjudicial
para las otras administraciones. Y estas dos precisiones poco aportan, a mi
juicio, a ese concepto de “armonización fiscal” que ha sido el principal caba-
llo de batalla de la litigiosidad del Concierto tal y como se reconoce en el
Preámbulo del Acta que comentamos “Este esfuerzo se justifica plenamente
en razón de que la mayor parte de los recursos interpuestos por las distintas
Administraciones se basa en una diferente interpretación de la armonización
fiscal regulada en el propio Concierto.”.

El acuerdo cuarto recoge el compromiso de la Administración central de
“retirar los recursos” interpuestos contra la normativa tributaria dictada por
las instituciones competentes de los Territorios Históricos, cerca de 60
según el anexo en el que se relacionan. Creo que sobra todo comentario al
respecto.

El quinto recoge el compromiso de las instituciones competentes de los
Territorios Históricos de “retirar los recursos” de casación interpuestos ante
el Tribunal Supremo y que según el anexo en el que se relacionan son 7.

Por último, en el acuerdo sexto se establece el compromiso de las
Administraciones Forales de “modificar” determinados aspectos de la nor-
mativa del Impuesto sobre Sociedades y la deducción para inversiones supe-
riores a los 2.500 millones de pesetas. Así mismo estas Administraciones
se comprometen, hasta el 1 de enero del año 2002, fecha previsible de
entrada en vigor del próximo Concierto Económico, a no establecer incenti-
vos a la inversión cuyo porcentaje de deducción sea superior al 10 por 100.

Vemos por tanto que a base de realizar concesiones por ambas partes,
aspecto éste básico para la consecución de cualquier consenso, se ha llega-

Vivanco, José Luis: La litigiosidad del Concierto Económico: la relación de los Territorios...

195Azpilcueta. 18, 2002, 191-196



do a un acuerdo que parece pondrá fin a la litigiosidad existente sobre el
Concierto Económico. Sin embargo a estas alturas aún no podemos opinar
sobre la efectividad de este acuerdo, denominado por muchos como “Paz
Fiscal”, pues su corto periodo de aplicación no nos ha permitido observar su
funcionamiento.

Para finalizar sólo me queda expresar mi deseo de que este acuerdo
(sobre el que me reservo la crítica pues no es el objeto de esta intervención)
sirva para poner fin a este exceso de conflictos  sobre el Concierto
Económico sobre todo en aras a garantizar el principio de seguridad jurídica
al que tienen derecho nuestros contribuyentes.
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